
BOE núm. 48. Suplemento Lunes 25 febrero 1991 31

5259

,--"

,'~'.

..~

"-',~

"

"'.
, .

.. :

.".'

',:\

das. Por ello (y sin perjuicio de las. competencias en relación con dichas
CorporaCiones de que pueda disponer el Estado en virtud de otros
títulos compctenciales) no puede estimarse que el art. 2 d) de la Ley que
se impugma carezca de h'abilitación estatutaria; pues las comp~tenclas

asumidas por el arto 27.29 del Estatuto en relación con las corporaciones
de Derecho Publico incluyen tanto postestades legislativas· como ejecuti­
vas. Tampoco puede apreciarse Que contravenga las ddimitaciones
compctcnciales en favor del Tribunal de Cuentas que se deriven del
art. 136.1 de la Constitución, ya que de ellas no resulta, como se dijo,
la exigencia de un monopolio por el Tribunal de la fiscalización externa
del se-ctor público. Y, finalmente, no hay ninguna razón para estimar que
el artículo impugnado niegue o impida la posición de supremacía de ese
Tribunal prcvista en el art. 13ó.l de la Constitución. De manera que no
procede considerar inconstitucional por vicio de incompetencia que la
ley autonómica encomiende al Consejo de Cuentas funciones de
fiscalización sobre las Corporaciones de Derecho Publico de que se trata.
funciones que se integran sin dificultad· en el ámbito competencial
autonómico, y dentro de ·Ias previsiones del arto 53 del Estatuto de
Autonomía.

Pleno Sentencia 191199/, de 31 de enero Cuestión de
mconslltUClOnalldad },09111985, En relacIón con el
a~t. 29.1 j) de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas
para la Reforma de la Función Pllblica. '

El Pleno del Tribunal Constitucional~compuesto por don Francisco
Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio' Llorente, Vicepresi­
dente; don Fernando ,Garda-Mon y González-Regueral, don Carlos de
la Vega Benayas, don Migpel Roríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don Lesús
Leguina Villa, don Luis López Guerra, don José Luis dc los Mozos y de
los Mozos, don Alvaro Rodriguez Bereijo, don Vicente Gimeno Sendra
y don José Gabaldón Lópcz, Magistrados, ha pronunciádo,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En la cuestión de inconstitucionalidad núm. 1.091/1985, promovida
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Provincial
de Santa Cruz de Tenerife, por ~upuesta inconstitucionalidad del
art. 29.2 t) de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la
Reforma de la Función PUblica. Han sido parte el Fiscal General del
Estado y el Gobierno, representado por el Abogado del Estado y Ponente
el Magistrado don José Luis de los Mozos quien expresa el parecer del
Tribunal.

I. Antecedentes

1. El 27 de octubre de 1984, el Vicerrectorado de Ordenación
Académica de la Universidad de La Laguna dictó resolución por la que
se disponía que, de acuerdo con el arto 29.2 f) de la .Ley 30/1984, de 2
de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, el
Catedrático de la Facultad de Biología don Carlos Blesa Rodríguez, por
ostentar la condición de Senador, no podía continuar percibiendo
retribuciones por dicha Universidad a partir de la entrada en vigor de
la citada disposición legal, rogándole que regularizase su situación
administrativa de acuerdo con la mencionada Ley, Contra lá anterior
resolución y la desestimación presunta. por silenclO administrativo del
recurso de reposicción, dedujo <;ion Carlos Blesa Rodríguez recurso
contencioso-administrativo y formalizó demanda por la súplica de que
se acordase, entre otros extremos, plantear una vez concluso el procedi­
miento y con suspensión del térmmo para dictar Sentencia cuestión de
inconstitucionalidad sobre el art.. 29.2 f) de la Ley 30/1984, por posible
vulneración"del art. 70,1 de la C.E., en cuanto contiene normas de
incompatibilidad referidas a Senadores y Diputados.

Por providencia de 30 de octubre de 1985, la Sala de lo Contenicioso~
Administrativo de la' Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife
acordó oír a las partes y al Ministerio Fiscal acerca de la oportunidad
de ·suscitar la cuestión de inconstitucionalidad. En dicho trámite sólo
formuló alegaciones el Ministerio Fiscal, quien se manifestó en el
sentido de considerar pertinente el planteamiento de la cuestión de
inconstilllciona!idad sobre dicho precepto legal, y, en su caso, también
sobre la disposición adicional primera de la Ley 20/1982, de·9 de junio,
sobre incompatibilidades en el sector público, por posible contr:ldlcción
con el art. 70 C.E" en cuanto, conforme a la STC 72/1984, este precepto
contiene una reserva para que las incompatibilidades de Diputados y
Senadores se regulen en la Ley Electoral.

2. Mediante Auto de 23 de noviembre de 1985, la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Provincial de Sania Cruz
de Tenerife acordó plantear ante el Tribunal Con'stitucionalla cuestión
de inconstitucionahda~ sobre el mencionado arto 29.2 O de la Ley

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA

AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido
1.0 Declarar ia iJ1'constitucionalidad y consiguiente r1u!ídad del

inciso «instruira el opo-rtuno procedimiento jurisdiccionab) del art. 5.1,
de la Ley dcl Parlamento de Galicia 6/1985, de 24 de junio, del Consejo
de Cuentas.

2.° Desestimar el recurso cn todo lo demás,
Publiquese esta Sentc",cia en el «Boletín Oficial del Estado»,
Dada en Madrid. a treinta y uno de enero de mil novecientos noventa

y uno.-Firmado,-Fraocisco Tomás y Valiente,-Francisco R~oio Llo­
rente,-Fernando Gaeía·Mon González-Regueral.-Carlos de la Vega
Benayas,-Migucl Rodríguez Piñero y Bravo Ferrer.-JesÚs Lcguina
Villa,-Luis lópez Guerra,-José Luis de los Mozos y de ,los
Mozos,-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente Gimeno Sendra,-Jasé
Gabaldón López.-Rubricado,

.30/1984, por posible contradicción con e! arto 70, I-G.E. En su Auto, la
-Sala manifiesta que al debatir en el recurso contencioso-administrativo
la legalidad de resolución impugnada de la Univesidad de La Laguna se
planteaba el tema de la constitucionalidad del citado arto 29,2 f), «por
considerar que su inserción en' tal Leyes contraria al arto 70.1 de la
Constitución, que establece una reserva en favor de la Ley Electorab), y
que la apltcación de aquel precepto resultaba decisiva para resolver el
recurso mterpuesto, pues la pretensión del acto recurrido va dingida a
que se mantenga la situación.de servicio activo en la Cátedra, lo que
viene impedido por el cuestionado arto 29.2 f) dc la Ley 30/1984, que
dispone que pasarán a la situación de servicios especiales los funciona­
rios públicos «cuando accedan a la condición de Diputado °Senador, de
las Cortes GeneralCS), Asimismo, consideró la Sala que no era poSIble
(d~r una interpretación confonne a la Constitución del articulo
'cuestionado, pues ello nevaría 'a subvertir el sentir del precepto, cuya
dicción literal, asi como su fílosoffa. es··c1ara de incompatibilizar la
función pública con la condición'de'Parlamentário del Estado, lo que va
en contra del arto 70.1 de la Constitución, que no permite a una Ley que
no sea la Electoral regular el régimen de incompatibilidades, como ha
tenido ocasión de declarar la STC 72/1984»).

3. Por providencia de 18 de diciembre de 1985, la Sección Primera
del Tribunal Comtitucional admitió a trámite la cuestión de inconstitu­
cionalidad y acordó dar traslado de las actuaciones recibidas al Congreso
de los Diputados y al Senado, por conducto de sus Presidentes; al
Gobierno, por conducto del Ministerio de Justicia, y al Fiscal General
del Estado, al objeto de que pudieran personarse y formular alegaciones
en el plazo legalmente establecido. Asimismo, se acordó publicar la
incoaCión de la cuestión en el «Boletn Oficial del EstadO» para general
conocimiento.

Mediante escrito de su Prci:iidente, presentado el 22 de enero de 1986,
el Senado se personó ~~. el procedimiento y ofreció su colaboración a los
efectos del arto 88.1 LOTe. Por escrito de su Presidente, presentado el
14 de febrero de 1986,.el Congreso de los Diputados manifestó no hacer
uso de las facultades de personación y formulación de alegaciones que
le concede el art, 37 LOTe.

4. El Abogado del Estado en su escrito de alegaciones, registrado el
22 de enero de 1986, comienza señalando que la cuestión c¡ue se suscita,
relativa a la constitucionaliliad del art. 29.2 Ode la Ley 30/1984, deriva
de su confrontación con la doctrina de la STC 72/1984, que postula
nítidamcnte que la regulación de las incompatibilidades de Diputados y
Senadores sólo puede realizarse en la Ley Electoral" .conforme al
arto 70.1 C.E., condición que indudablemente no reviste la Ley 30/1984, que
no posee además el rango de Ley Orgánica.

Esto sentado, considera, sin embargo, que el precepto cu.-':stionado
responde a una práctica legislativa perfectamente admisible entre
nosotros y no contraria a la Constitución, se~ún la cual el ordenJ.rniento
sectorial, acomctiendo desde perspectivas dIstintas la consideración de
las incompatibilid2.des de Diputados y Senadores en cuanto lares, puede
:Contener válidamcn~e narmas que contenga indirectamcnt.~ algunas
incompatibilidade& referidas al objeto de la Ley de que se tratt:, pues una
regu!adón sobre incompatibilidades puede realizarse simpre desde dos
puntos dc conexión refendos a las dos actividades que s~ declaran
incompatibles. Es por ~Ho por lo que estima que el sentido ú la doctrina
contenida en la STC 72/1984, debe cntenderse referida a ll.! regulación
directa y global o íntegra de las incompatibilidades de los Diputados y
Senadores, pero ello no cmpece las· posibiliddes de Que .otras normas, al
regular sectores concretos de actividad -funcionarios públicos, altos
cargos-, puedan establecer incompatibilidades indirectas para St:nadores
y Diputados desde la per-spectiva de la actividad concrefa regulada, ya
que no se están regulando I~s incompatibilidades de éstos, ~ino la de
,tales funcionarios o altos cargos. Así pues, en el supuesto del art. 29.2 O
de la Ley 30/1984 no nos hallamos ante una regulación directa e
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inmediafa y global de las incompatibilidades de los Diputados y
Senadores. sino ante una norma que lo que pretende regular y regula son
las situaciones de los funcionarios públIcos del Estado, de fo~a que la
incompatibilidad que en el precepto se pueda recoger es cl.c.rtamente
indirecta y se halla acometida desde el punto de conCXIon de la
regulación de la función publica, no de la regulación de los.cargos
parlamentarios, y, además. es evidentemente una norma sectonal Que
concierne a una posible incompatibilidad ~eter~~inada por raz,60 ~e un~
actividad concreta, lo que conduce a la estlm~CIOI1de s~ const1tu~aonah­
dad por' razón del arto 70.1 C.E. La teSIS centrana llev:ana a la
conclusión, sostiene el Abogado del Estado, de Que cualQUI~r norma
sectorial reguladora de actividades concretas tuviera Que reye.s.tlr necesa­
riamente el rango de la Lev Orgánica o poseer la condiclon de Ley
Electoral, en cuanto de algúna manera pudiera afectar a Diputados y
Senadores.

Por todo ello, suplica al Tribunal Constitucional que se dec1a;re que
el art. 29.2 f) de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, no es contrarto a la
Constitución.

5. El Fiscal General del Estado en su escrito de alegaciones
presentado el 24 de enero de 1986, tras ref~rirse a la cuestión de
mconstitucionalidad núm. 460/1985, promOVida por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Oviedo,
sobre la. Disposición final primera de la Ley 20/1982, de 9 de junio,
sobre incompatibilidades en el sector público, que se declaró ex.tinguida
por Auto de '19 de diciembre de 1985, y a las disposiciones Que en el
tiempo se han sucedido en materia de incompatibilidades. cOl1;sidera que
en principio parece existir correlación entre lo establecido en. el
an, 29.21) de la Ley 30/198.4 y el an, 157,2 de la Ley Orgánica 5{1985,
de 19 de juni.o, de Régimen _General Electoral, que determma la
incompatibIlidad de la condición de Diputado o Senador ~con el
ejercicio de la función pública y con el desempeno de cualqUIer otro
puesto que figure al serviciQ o en los Presupuestos de los .órganos
constitucionales, de las Administraciones Públicas, sus Orgamsmos y
Entes públicos, Empresas con participacíón pública di~ec~a o indirecta,
mavoritaria o con cualquier actiVidad directa o IndIrecta de los
mismos)). Sin embargo. mientras que la Ley 30/1984 produce, por si
misma, o intenta producír efectos inmediatos, la Ley Electoral demora
la entrada en vigor del régimen de incompatibilidades de Diputados y
Senadores en ella previsto ala' celebración de nuevas elecciones a las
Cortes Generales (Disposición transitoria primera). Dicho esto, resulta
que si con arreglo al art~ 70 CE., en el sentido en que fue interpretado
por la jurisprudencia constitucional en la STC 72/1984. la inco~patibiH­
dad en sí tan sólo puede ser establecida, con las secuelas relativas a la
situación personal de Senadores y Diputados, por Ley Orgánica y
Electoral,en modo alguno podrá anticipar los efectos de la incomp~tibl­
lidad una Ley ordinaria desde el momento en ~ue la ley de RégImen
Electoral demora la vigencia de tal incompatibihdad a'un determinado
momento, de forma que el arto 29.2 f) de la Ley 30/1984 será inconstitu­

. cional en tanto ;haga entrar en juego una inc.ompatibil.idad que si ahora
está ya estableCida por norma qe rango y calidad suficleute para ello, no
produce sus efectos hasta el m\)mento que en la propia Ley de Régimen
Electoral se establece.

. No obstante, señala el Fiscal General del Estado Que si bien es cierto
que al publicarse la Ley 30/1984 no había sido promulgada la Ley
Electoral General, también es cierto que en la fecha en la que se acordó
plantear' la presente cuestión de inconstitucionalidad ya había sido
promulgada aquelJa Ley Orgánica, por lo que sería viable desde el plano
Interpretativo resolver el proceso contencioso-administrativo sin necesi-'
dad de acudir al mecanismo siempre extraordinario y excepcional de l;ts
cuestiones de inconstitucionalidad, aspecto éste del que deja constancia
a los efectos de·, estimar improcedente el planteamiento de la cuestión.

Por todo ello, interesa del Tribunal Constitucional que en el supuesto
de no entender posible resolver el debate por la vía de interpretación por
el propio Tribunal ordinario que plantea la cuestión, se declare no
ajustado a lo dispuesto en el arto 70.1 C.E. el arto 29.2 t) de la
Ley 30/1984. de 2 de agosto, dictando al efecto Sentencia en los
ténninos que señala el arto 86.1 LOTC, en relación con el arto 372 de la
Ley de Enjuiciamiento Civil (L.E.C).

6~, Por providencia de 29 de enero de 1991 se acordó para
deliberaCión y fallo de esta Sentencia el día 31 del mismo mes y año,

. 11. Fundamentos jurídicos

l. La presente cuestión ~de inconstitucion&lidad'iene por objeto
decidir sobre la constitucionalidad del arto 29.2 t) de la Ley 30/1984,
de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de b Fun<:ión Pública, en'
cuanto pudiera ser contrario al arto 70.1 C.E., por incompatibilizar el
ejercicio de la función pública con la condición de Diputado y Senador
de las Cortes Generales, estando reservada a la Ley Electoral, según
resulta de la dicción literal del citado precepto constitucional, la
determinación de las causas de incompatibilidad de los Diputados y
Senadores.

Pero con carácter previo al ,examen de fondo de la cuestión
planteada, se hace preciso pronunciarse sobre si en el presente caso se

cumplen las condiciones procesales exigida~ por el arto 35.2 LOT~. cuyo
incumpiimiento,. según ha declarado. re~teradamcnt.e.este Tr.lbunal,
puede ser apreCiado no sólo en el tramIte de admiSión prevIsto en
el arto 37. t LOTC, sino también en la Sentencia. Aduce al respec.to el
Ministerio Fiscal que en el momento en que la Sala de lo Contf"nClO~O­
Administrativo de la Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenenfe
acordó plantear la cuestión que aquí se examina ya había sido dictada
la STC 72/1984, en la que se declaró inconstitucional el Proyecto de ~~y
Orgánica sol:Jre incompatibilidades de, piputados y Senadores, r taJ!1blcn
había sido promulgada la Ley Orgamca 5/1985. de 19 de JUDlO, de
Régimen Electo~al General (L.O.R.E.G.): por lo que, al a~~3ro de la
doctrina conteOlda en aquella Sentencia y de la regulaclOn de las
incompatibilidades de Diputados )' Senadores prevista en la citada Ley
Orgánica, t:l órgano judicial, siguiendo la pauta que marca el art. 5.3 4e
la Ley Orgánica 6/1.985. de 1 de julio. del Poder J~dicial, p<?d!a de~Qe
el plano interpretatlvo resolver el proceso contencloso-admmlstratlvo
sin necesidad de acudir al mecanismo, siempre extraordinario y cxcep~

cional, de las cuestiones de inconstitucionalidad.

Mas la objeción opuesta por el Ministerio Fiscal no puede. ser
acogida. porque el hecho de que fuera posible una interpretación d~ la
norma cuestinnada de acuerdo con la Constitución no pennitc conSIde­
rar la cuestión como mal fundada (art. 163 C.E. y arto 35 LOTC), ni
siquiera si, como sucede en el presente caso, la nonna aplicable, el
arto 29.2 f) de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, viene a coincidir con.lo
dispuesto en el arto 157.2 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de juma•
promulgada en desalTollo del art. 70.1 c.E. y de conformidad con
la STC 72/1984. pero dándose la circunstancia de Que la citada
normativa estableciendo la regulación de las incompatibilidades de
Diputados \' Senadores en el marco del Ré~imen General Electoral, '
según estabiece su Disposición transitoria prtmera, queda diferida en
cuanto a su entrada en vigor a la celebración de eleCCIOnes a las Cortes
Generales. por lo que. en el momento de plantearse la cuestión existía
una aparente contradicción, aunque necesariamente temporal, entre la
norma aplicable y el arto 70.1 CE., lo que hace sea perfectamente
admisible el plenteamie~tode la cuestión propuesta.

2. Así pues, procede entrar a examinar. el problema de fondo
planteado en la presente cuestión, referido a la posible inconstitucionah­
dad del arto 29.2 f) de la Ley 30/1984. Este precepto recoge como"
supuesto el que los funcionarios públicos pasarán a la situación de
servicios especiales «cuando accedan a la condición de Diputado o
Senador de las Cortes Generales». En el Auto de planteamiento de la
cuestión. la Sala promoviente fundamenta la duda sobre la constitucio­
nalidad de dicho artículo en el hecho de que no es posible lograr una
interpretación conforme a la Constitución, pues ello llevaría a subvertir
el sentido del precepto. cuya dicción literal. así como su fiIosofia. es la
de incompatibilizar la función pública con la condición de Diputado y
Senador. lo que pudiera ser contario al arto 70.1 C.E., que no permite
que una Ley, que no sea la electoral. regule el régimen de incompatibili~

dades de los Diputados y Senadores. En el procedimiento contencioso­
administrativo del que emana la cuestión planteada, constituía objeto de
impugnación de Resolución de 27 de octubre de 1984, del Vicerrecto­
rado de Ordenación Académica de la Universidad de La Laguna, por la
que. en aplicación del arto 29.2 f) de la ley 30/1984, se dispuso que el
funcionario, cuya incompatibilidad se discute, desde la entrada en .... igor
de esta Ley debía pasar a la situación de servicios especiales y cesar en
la situación de servicio activo como Catedrático de la citada Universi­
dad, dado que ostentaba la condición de Senador.

Es de señalar para aclarar la· situación. que con anterioridad a la
aplicación por la autoridad académica de la norma cuestionada, el
recurrente se hallaba sujeto, en cuanto funcionario público, a la Ley
20/1982, de 9 de junio. sobre incompatibilidades en el sector públi~o,
que entró en vigor ell de enero de 1983, segun la cual. 10sfunclOnanos
públicos que accedieran a la condición de Diputado o Senador pasaban
automáticamente a ·Ia situación de excedencia especial, si bien, su
Disposición adicional primera permitia a los que lo desearen continuar
prestando servicios, pero percibiendo únicamente una de las dos
retribuciones sin perjuicio de las dietas e indemnizaciones correspon­
dientes.

Por otra parte, el arto 70.1 CE. contiene efectivamente una reserva
en favor de la Ley Electoral para la regulación de las causas de
inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados y Senadores, a la vez
que establece un elenco de causas que constituye CÍertamente un
contenido necesario del régimen jurídico de esas inelegibilidades e
incompatibilidades. El texto de este artículo, como dijimos en
la STC 72/! 984, al disponer que la Ley Electoral determinara las causas
de incompatibilidad de los Diputados y Senadores, que comprenderán,
en todo caso, las relacionadas en dicho precepto, «no está simplemente
dotando a esa Ley de un contenido mínimo preceptivo (... ) está diciendo
que esa materia -las incompatibilidades de Diputados y Senadores- sólo
pu::de ser regulada en ,la Ley Electorab) (fundamento jurídico 3.°). Por
su parte, el arto 29 de la Ley 30/1984, en consonancia con el propósito
de reestructuración de la función pública que inspira la citada disposi-
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En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucion,1,I, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA· ~ACIÓN
ESPAÑOLA.

res ca!, el cjercjcio de l•• función pública, y aquel prevé la situación de
servI~los espcClal.::s para los funcionarios pllblicos que adC'uieran tal
condición. La ~uda sohre la constitucionalidad del citado precepto surge
an!e la ausencIa de. nor~a legal determinante de la incompatibilidad
-:blen PC?rque no este preVista expresamentc dicha causa dI.:: iocornpatibi­
l1dad, bien porqu~ estando prevista está diferida su entrada e!¡ vigor a
una legislatura poslenryr-, qu~ ~l arto 70.1 C.E. reserva a la Ley
ElectoraL Por el crmtrana. al eXistir una nonna en la Ley Electoral que
declara la causa de ir.~()mpatibilidad,el precepto custionado sirve para
determinar la sltllJci;jn administrativa que corresponde a los funciona~

ríos que accedan al eiercicio de una concreta función o acti\'idad
inco~'patiblc yel régimen en que se desarrolla en tal caso la relación de
serVICIO entre I.a A~m¡n.istración y el funcionario público, sin que suscite
duda su conslltuClonahdad. .

Es precisamente esa caracterización instrumental del arto 29.2 f) la
que, tomando en consideración el principio de conservación de las
disposiciones legales. permite que el precepto cuestionado pueda ser
interpretado y aplicado de conformidad con la Constitución. El arto 29
d.e la. Ley 30/ 1.9~4 s~ incicia con la disposci6n que suprime las
situaCIOnes admlOlstratlvas de supernumerario y excedencia especial y
crea la de servicios especiales. El examen detenido en su núm. 2 nos
muestra un abi~rrado conjunto de supuestos a los que la Ley otorga el
tratamien,to umforme de la calificación de servicios especiales. formado
por el arrastre de una amplia gama de supuestos que han ido engrosando
el ámbito primiti,'o de Ia-situación de excedencia especial de la Ley de
Situaciones de 1954 y de la Ley de Funcionarios Civiles de! Estl1do de
1964,· ~ tavés de normas. bien generales bien sectoriales, que han ido
extendIendo aún mas el ámbito. de la excedencia especial. !'io obstante
la calificación uniforme que reciben, la diversidad de supuestos que
cl;mforman la situación de servicios especiales requiere en razón de su
distinto fundamento un tratamiento diferenciado. Así es posible singula..
rizar, dentro de aquella diversidad, los referidos a los funcionarios
públ~cos cuando son nombrados o elcgidos para el desempeño de- cargos
políticos. para cuya configuración de Ley utiliza dos técnicas: La
tipificación directa del supuesto -apartados e), f) g) y h)- y el
cstabl~~cimiento .d~ una clausula general de carácter residual -apar~
tado J)-. 'En tales C150S. prescindiendo ahora del contenido en el
apartado f), resulta que la situación de servicios especiales se vincula a
la dedicacióndc una actividad pública declarada legalmente incompati­
ble con el desempeño de la función pública. de forma que el presupuesto
Que desde un punto de vista sustantivo- remite a esta nueva situación
administrativa es la incompatibilidad en el ejercicio de la función
pública para pasar a desempeñar un cargo de carácter político. La
determinación de la incompatibilidad entre el ejercicio de la función
pública y eJ de los cargos o actividades a los que se refieren los 'supuestos
a.h?t::a considerados. aparece.r~ogidatanto en la normativa de incompa­
tlbIlldades del personal al servlclo de las Administraciones Públicas (así.
cn los arts. 1.1 y 5 de la Ley 53/1984), como en la normativa sectorial
de cada uno de aquellos cargos o actividades. De este modo en tales
supuestos la situación de servic-ios especiales no opera como 'causa de
incompatibilidad, sino como consecuencia de ella, lo que motiva un
tratamiento privilegiado de la incompatibilidad, ya que se remiten sus
efectos a la situacion de servicios especiales en lugar de a la de
excedencia voluntaria, que constituye en materia de función pública la
técnica comun de solución de incompatibilidades, salvo que corres..
panda quedar en otra 'Situación administrativa (arts. 10 de la Ley
53/1984 Y29.3 de la Ley 30/1984).

No es distinta la operatividad de la situación de servicies especiales
en el supuesto contemplado en el apartado t) del arto 29.2 de la
Ley ~q¡1984. e~to cs, cuando los funcionarios públicos accedan a la
condICIón de Dlpmadq o Senador de las Cortes Generales. Suced.e, sin
embargo, que en este caso, hasta la entrada en vigor del régimen de
incompatibilidades establecido en la L.O.R.E.O., que quedó diferida a
la:s el~c~!ones generales a celebrar tras la promulgación de dicha
dlSposlclon legal, faltaba el presupuesto normativo que remitieS"c a la
situación de servicios especiales, cual era la norma legal que Jeterminase
la incompatibilidad entre el ejercicio de la función públi<;a v el
desempeño de aquellos cargos parlamentarios, materia que el art. '70.1
C.E. reserva a la Ley Electoral, pues en la normativa electoral, ni
siquiera en la de incompatibilidades de los funcionarios públicos; no
figuraba dicha causa de incompatibilidad. Ahora bien, la falt'l de aquel
presupuesto no puede conducir a un juicio negativo sobre la c0nstitucio~

nalidad de un precepto, como el cuestionado en el presente proceso, que
no es ~n sí mismo ¡nconstitucionalidad y que tiene por nhjeto .Ia
regulaClón di,; un~l maÍl'T1a. cual es la de las situaciones administrativas
de los funcionari,)s pubEcos, distinta a la que a la Lev Electoral reserva
el arto 70.1 C.E. .

FALLO
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dón legal, modifica 'el régimen husta entonces vigente de las situaciones
administrativas de los funcionarios públicos. En su núm. l.0, suprime
las de ex.cedencia especial y de supemumctario y crea la de servicios
especiales y en su núm. 2.°, determina los supuestos en los que los
funcionarios públicos pasarán a la nueva situación admini5tf<ltiva. entre
ellos «cuando accedan a la condición de Diputado o Senador de las
Cortes Generales», fijando en el penúltimo párrafo los efectos de la
situación de servicios especiales.

Sin embargo, a pesar de lo que pueda parecer a pnmera vista la
Icctura conjunta de los citados preceptos pone de manifiesto que ambos
...~rsan sobre, ámbitos materiales diferentes: Las. ¡nelegibilidades. e
incompatibilidades de Diputados y Senadores, en el caso del arto 70.1
c.E.. y las situaciones administrativas de los funcionarios públicos. en
e.l supuesto del arto 29 de la Ley 30/1984. En efecto, el arto 29.2 f) no
tiene por objeto la determinación de causa o supuesto alguno de
incompatibilidad. bien de Diputados o Senadores. bien de funcionarios
públicos. sino Que lo que constituye su objeto es la definición de uno de
los supuestos de la situación administrativa de servicios especiales de los
funcionarios públicos; dicho en otras palabras. el precepto sobre cuya
constitucionalidad se duda determina el régimen juódico en el Que ha
de dC!i3rrollarse la relación de servicio entre el funcionario y la
Administración Pública; cuando éste acceda a la condición de Diputado
o Senador, pero en su enunciado no se contiene declaración de
inco'!!t:'~tibili.dad en.tre el d~sempeño de la función pública y aquella
c~ndlclon. !,I constl~uy~ objeto de la Ley "30/.1984 la regulación del
sistema de incompatibilidades de los funcIOnanos públicos.

3. De modo Que, teniendo en cuenta que la reserva que se establece
a favor de la Ley Electoral por el arto 70.1 CE. lo es para regular las
causas de incompatibilidad de los Diputados y Senadores y que.
el arto 29.2t) de la Ley 30/ I984· define uno de los supuestos que integra
una de la situaciones administrativas de los funcionarios publicas. no
existe contradicción entre el enunciado de los citados preceptos al
regular materias diversas. objeto de atención por diferentes' preceptos
constitucionales, QUes mientras a las incompatibilidades de Diputados v
Senadores se refiere el arto 70.1 C.E., el arto 103.3 CE., a cuvo
desarrollo obedece el arto 29.2 f) de la Ley 30/1984, establece una
reserva para la regulación por Ley de diversos ámbitos de la función
púbtica, entre ellos las situaciones administrativas de los funcionarios
públicos en cuanto forman -parte del Estatuto de la FunCión Pública. En
este sentido debe ser acogido el argumento del Abogado del, Estado de
que el precepto cuestionado no tiene por objeto una regulación directa,
inmediata y·global de las incompatibilidades de Dipulados v Senadores
ambitomaterial al Que se circunscribe la·: reserva de ley de}­
arto 70.1 C.E.,sino el de,las situaciones administrativas de los funciona~
rios~ de forma que la incompatibilidad indirecta que puede derivar de
dicho prececpto está- acometida desde la- perspectiva de la función
publica y no desde la de los cargos parlamentarios.

Bien es ~ierto que la e~trada en vigor del fé$imen de incomp~tibiIi­
dades previsto, en.la Ley Electoral quedó difenda, ·-por su Disposición
transitoria, primera, «3. partir· de las primeras elecciones a Cortes
GeneraleS)) y que la aplicación del art. 29;2 f) de la Ley 30¡1984 impide
en la; med,ida en ·Que la situacióft de servicios especiales implica para ei
funclonano que sea declarado en tal,ituación la·pérdida de la situación
d.e- actividad en el ejercicio de la función publica, el desempeño
Simultáneo ~e'la función pública 'y de l!i condición de Diputado y
Senador, razan por la cual la Sala prornov¡cnte de la presente cuestión
no prevista dicha causa de· incompatibilidad en la adecuada sed~
normativa, estimó la posible contradicción de aquel precepto en
el arto 70.1 c.~.. Pero ello no puede suponer la inconstitucionalidad de
la norma cuestIOnada; cuyo objeto no e~ la definición de causa alguna
de incompatibilidad sino la determianción del régimen jurídico en el que
ha d~ ?esarr~lla~ !a n~lación de servicio entre el funcionario y la
Admlnlstraclon Publica cuando éste acceda a la condición de Diputado
o Senador.

4. Tras lo dicho, resulta, como necesaria conclusión del análisis que
se realiza, que en la legislación electoral anterior a la Ley Electoral entre
las causas de incompatibilidad de los Diputados y Senadores de las
Cortes Ge,neral~ no figuraba la condición de funcionario público, y que
aquella dlsposlcíon legal. aunque determina la incompatibilidad del
m.an~ato de los.Diputados y Senadores con el ejercicio de la función
publica, poste.rgo la entrada en vigor del régimen de incompatibilidades
hasta las elecClones generales del año 1986, asi como que en la legislación
sobre incompatibilidades de los funcionarios públicos no se recoge el
"citado supuesto de incompatibilidad, remitiendo a la L.O.R.E.o. o a la
normativa electoral entonces vigente, el régimen de incomp::nibitidades de
los funcionarios públicos que tuvieran la condic;6n de Diputado o
Senador. Sentado esto, es cuestionado el 3rt. 29.2 f) de la Ley 30/1984
no sólo. !'O es inconstitu~ion!il ~n su enunciado, que tiene por objeto la
rcgulaclOn de una matena distmtade la que el art. 70.1 C.E. reserva a
la Ley Electoral, sino que además existe lIna correlacción entre el citado
precepto y la Ley Electoral en cuanto ésta determina a partir de cierto
momento la incompatibilidad del mandato de los Diputado::; y Senado-
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Ha decidido

Declarar que el arto 29.2 f) de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de
Medidas., para la Reforma de la Función Púbii;:a, no es contrario
al arto 70.1 de la Comütución.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Esta~o».

5260 SalaPrimera. Sentencia 2011991, dI! ¿l de enero. Recurso
de amparo 621/1988. Contra AU!o 1r! Tribunal Central de
Trabajo dictal10 en recurso' de s;,;plicación, en procedi·
miento sobre clasificación profesional interpuesto frente a
la Administración Institucional de la Sanidad Nacional.
Vulneración de/derecho a la tute/a judicial efectiva: Dere­
cho a los recursos.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente, don F~mando García-Mon y
González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jestis ~uina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Oimeno Sendra, MagIStra-
dos,ha pronunciado, .

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 621/1988, interpuesto pór la Procura­
dora de los Tribunales doña Enriqueta Salmiln Alonso-Khouri, en
nombre de doña OloriaMorl;no Pérezy doña !vlaria Amelia Yolanda
Matina Rodríguez, asistidas del Letrado don Enrique Aguado Pastor,
contra el Auto del Tribunal Central de Trabajo de 7 de enero de 1988,
dictado en el recurso de suplicación 3.469/1986. Han comparecido-el
Ministerio Fiscal. y el Abogado del Estado y ha sido Ponente el
Magistrado don Fernando Garda-Mon. y _Gomalez-Regueral, quien'
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito que tuvo entrada en este Tribunal el 6 de abril
de 1988, la Procuradora de los Tribunales doña Enriqueta Salmán
Alonso-Khouri, interpone recurso de amparo en representación de doña
Gloria Moreno Pérez y de doña Maria Amelia Yolanda Marina
Rodríguez frente al Auto del Tribunal Central de Trabajo de 7 de enero
de 1988, dictado en recurso de suplicación interpuesto contra la
Sentencia de S de mayo de 1986 de la Magistra~ura de Trabajo núm. 17
de Madrid, en proceso sobre clasificación profesional.

2. D~ lo alegado en la demanda de amparo )' documentacióri con
el:a presentada y de las actuaciones judiciales, resultan, en síntesis, los
siguientes hechos con relevancia para la decisión de este 'recurso de
amparo:

a) Doña Gloria Moreno Pérez y doña María Amelia Yolanda
Marina Rodríguez, actuales recurrentes en amparo, el 12 de junio
de 1985,· presentaron demanda contra la Administración Institucional
de la Sanidad Nacional por clasificación profesional, que por tumo de
reparto correspondió a la Magistratura de Trabajo núm. 17 de las de
Madrid. .

b) Las ahora demandantes en amparo que :enian la categoría de
Oficial Administrativo solicitaban de la MagistratJlra de Trabajo que se
les reconociese la categoría profesional de Jefe de Negociado.

c) Por Sentencia de 5 de mayo de 1986 la Magistratura de Trabajo
desestimó las demandas.

d) Contra dicha Sentencia "interpusieron recurso de suplicación
cuya admisión se declaró improcedente en razón de la cuantía por el
Auto de 7de enero de 1988 dictado por el Tr.ibunal Central de Trabajo.

e)· El>Auto del Tribunal Central de trabajo razona, en ~íntesis, que
la cuantía litigiosa a efectos del recurso en las referidas cuestiones de
clasifico~ción profesional, ha de venir determinada, no por el impolte del
sueldo o salario base que durante un año corresponda percibir al
trabajador, sino por la diferellcia retributiva cC'rr~~sp0ndiente a un año
entre la cai.egoría solicitada y la que tenía reconocida. Como consecuen­
cia de lo ante;'lor se decide la impro..:-edcncia de ia iluous¡ón d~1 recurso,
pues la dlI:.:rencia no superaba las doscichtas mil :::.:<:<;;las, límite mínimo
exigido por el párrafo primero del <:lrt. 153 d:: la -L~y de Procedimiento
Laboral.

3. I~'i :iolicitudes del amparo dirigen su impugnación contra el
A.UlO del Tribunal Central de Trabajo mencionaJo. por entender que
VIOla su cC{l'~ho a la tutela judicial efectiva, y el principio de igualdad.
Según 1;1 1'cpresentación de las demandantes en amp.ru, estas litigaron
segun una cuantía superior a la exigida para .:',<.:ced'~r nI recurso de
suplicJ.ción, por otra parte la ~nJl!ción í.idopt~d4l r(;duciría en la práctica
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Dada en Madrid. a treinta y uno <le enero de mil noviecientos
noventa y ufto.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio Llo­
rente.:-Fernando García:-Mon y González-Regueral.-Carlos de la Vega
B~nayas.-Miguel Rodríguez-Piñeiro y Bravo Ferrer.-JesÚs Leguina
Villa.-Luis López Guerra.-José Luis de los Mozos v dc los
Mozoc;.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente Girncno Scndra.-Jose
Gabaldón López.-Firmado y rubncado.

la posibilidad de recurrir y sería discriminatoria al dar mayor tutela a las
rentas más alta~. Hacen referencia a la STC 51/1982 que reconoció en
esta matería el derecho al recurso y añaden que la consecuencia saiarial
derivada del cambio de categoria no puede considerarse como ia única
ya que se trata de un derecho con importante proyección de futuro. Se
vulneraría, asimismo, a su juicio, el derecho a la igualdad, pues el
Tribunal Central de Trabajo en otros supuestos ha anulado Sentencia de
la Magistratura para que por esta se establecieran las diferencias -_
salariales a efectos de comprobar la procedencia del recurso.

Las recurrentes terminan suplicando que se declare la nulidad del
Auto recurrido, reponiendo las actuaciones al momento adecuado,
reconociéndo!\e a las recurrentes el derecho a la-tutela judicial efectiva,
r restablecii:ndolas en dicho derecho mediante la nulidad del auto
Impugnado. .

4. Por providencia de 9 de mayo de 1988 se concedió al Ministerio
Fiscal y a las solicitantes de: amparo un plazo común de diez días, para
que alegasen lo que estimasen conveniente sobre el defecto de no haber
acreditado la fecha de notificación del Auto recurrido, y sobre la'
posibilidad de que la demanda careciera manifiestamente de contenido
constitucional.

5. Las solicitantes de ,amparo acreditaron que, el Auto les fue
notificado el 14 de marzo de 1988, e insisten en los argumentos
anteriormente expuestos. Por su parte el Ministerio Fiscal en este
trámite de inadmisión alegó que por tratarse de un problema de
legalidad, sin rc1evancia constitucional, procedía la inadmisión de la
demanda.

6. Por providencia de 6 de junio de 1988, se acordó admitir a
trámite el recurso y reclamar las actuaciones, con emplazamiento de las
partes no personadas.

El día 12· de julio de-1988 se personó el Abogado del Estado.
7. Por providencia de 12 de septiembre de 1988, se acordó tener

por personado al Abogado del Estado y conceder un plazo común de
veinte días para que el Ministerio Fiscal, el Abogado del Estado y las
solicitantes de amparo pudiesen alegar lo que a su der~cho conviniera.

8. El JO de septiembre de 1988, las demandantes de amparo
presentaron su escrito de alegaciones en el que razonan que han sido
privadas del recurso indebidamente glles la diferencia económica entre
una categoría y otra supera las 200. 00 pesetas anuales, y el Tribunal
Central de Trabajo n,o ha razonado sobre este punto y la consecuencia
ha sido la perdida de la posibilidad de recurrir pese a que del Convenio
Colectivo publicado en el «Boletín Oficial del Estado» de 12 de
septiembre de 1984 resulta una diferencia salarial que, en cómputo
anual, haría procedente la admisión del recurso.

9 El 6 de octubre de 1988 el Abogado del Estado presentó su
escrito de alegaciones en el que razona qe no se ha vulnerado el principio
de igualdad pues ni se aporta un térmmo concreto de comparación, ni
el Tribunal Central de Trabajo estaba obligado a dictar una resoludón
en la forma que pretenden las actoras, ya que todo estaría supeditado <le

la notoriedad del dato. Tampoco se habría vulnerado el arto 24 de
la C.E.. plles el Tribunal Central de Trabajo ha declarado la improce­
dencia del recurso de una manera razonable, porque concurria una causa
legal de inadmisión. sin que exista un derecho general a la doble
instancia, y el arto 153 de la L:P.L., se funda en razones objetivas de
ordenación procesal. Por otra parte el Auto recurrido no. habría
vulnerado el arto 24 de la C.E.• pues ia apreciación en cada caso
concreto del límite qu~ determina la procedencia del recurso, es cuestión
de legalidad ordinaria y no se estaría en presencia de un manifiesto error
de hecho.

10. El 8 de octubre de 1988 el Ministerio Fiscal presentó escrito de
alegaciones (,;;n el que razona, que el Tribunal Central de Trabajo no ha
vulncmdo el principio de igualdad, pues entendió en vinud de las
actuaciones qu;: no se producía una diferencia salarial que hiciera viable
e! recurso y, por lo:l.J1l0, no se atendió únicamente: a 'lue tal dato no se
recogiese en la SemeiJcia recurrida. No obstantt:, el Auto recurrido
b:.:lbría vioiu(irJ ~I ..1ft. 24.1 de la C.E.. pues se impedía el acceso al
recurso por unil nlOiivúción equivocada, _dado que en el Convenio
Colectivo a~:!il:..lble fll caso se advierten diferencias superiores a las
200.000 pesetas y, por tanto, si se comprueba e~te crror se habría
producido' una denegación injustificada d~ un recurso legalmente
procedente. SoEcüa por ello que se otorgue el amparo.

11_ Por pf\)vid~nria de 28 de enero de 1991 se señaló ~! día 3J
siguiente r~rJ, ddiberació!1 y vot;:¡ción de esta Sentencia.


